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[bookmark: _Toc305263707]I.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
 
A fecha 30/09/15 la última sentencia que aparece publicada en la web del TC es la STC 177/2015 de 22 de julio, que ya fue analizada en el resumen mensual del mes de agosto. 

[bookmark: _Toc305263708]II.-TRIBUNAL SUPREMO

[bookmark: _Toc305263709]ACCIDENTE DE TRABAJO
[bookmark: _Toc305263710]STS 06/07/2015   
ROJ: STS 3684/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3684)
Recurso: 2990/2013 | Ponente: FERNANDO SALINAS MOLINA
Resumen: Accidente de trabajo: se cuestiona si  es calificable como accidente de trabajo la lesión, consistente en afectación del nervio tibial superior/peroneal en pierna derecha, que el trabajador, patrón de pesca, embarcado en el buque sufrió al levantarse de la cama. 
Dado que la lesión del trabajador tuvo lugar durante el período temporal en que se encontraba embarcado, constituyendo el barco el centro de trabajo y el domicilio del trabajador, y resultando que -- aunque, como informan los diccionarios médicos, lesión al nervio peroneo común es más frecuente en personas muy delgadas o con afecciones como la neuropatía diabética o la poliarteritis nudosa o expuestas a ciertas toxinas que pueden dañar dicho nervio --, el trabajador sufrió un daño al nervio peroneo que lleva a la pérdida de movimiento o sensibilidad en el pie y la pierna producido, entre otras causas, por presión en la rodilla por posiciones inadecuadas durante el sueño profundo; todo ello obliga a calificar como derivada de accidente de trabajo la lesión afectante al trabajador por haberla sufrido " por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena " y con ocasionalidad relevante por haberse producido el accidente " en unas condiciones que guardan una íntima conexión con el trabajo " ( art. 115.1 LGSS y jurisprudencia citada).

[bookmark: _Toc305263711]STS 15/07/2015   
ROJ: STS 3688/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3688)
Recurso: 1594/2014 | Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA
Resumen: Accidente de trabajo: origen profesional  de la incapacidad permanente total reconocida al demandante. El accidente de tráfico que sufrió agravó una enfermedad común preexistente y silente, que era una patología lumbar degenerativa. "Es cierto que el trabajador ya padecía lesiones degenerativas en su columna vertebral antes del accidente. Pero esa patología no le había mermado sus facultades para ejercer las labores propias de la profesión que ejercía -no consta siquiera la existencia de bajas anteriores a causa de esas dolencias- y después del accidente quedó incapacitado. El supuesto aparece así como paradigma del mandato legal: lesiones anteriores al accidente que se agravan a consecuencia del sufrido en el desempeño del trabajo".







[bookmark: _Toc305263712]CALENDARIO LABORAL
[bookmark: _Toc305263713]STS 20/07/2015   
ROJ: STS 3686/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3686)
Recurso: 192/2014 | Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA
Resumen: Calendario laboral:  derecho de los demandantes a que la empresa elabore un único Calendario anual de Centro antes del 25 de diciembre, en el que aparezcan recogidas las vacaciones de cada trabajador, desestimando los restantes extremos contenidos en la demanda, consistentes en que el calendario contenga horarios y turnos de trabajo.
Los preceptos aplicables se refieren a "calendario" en singular y no a "calendarios", fijando la periodicidad del mismo, que ha de ser anual. Por lo tanto, con la salvedad que luego se consignará, no procede la elaboración de calendarios trimestrales, sino que el calendario ha de ser único y anual,
El Convenio actual (Convenio Colectivo de Alstom Transporte SA (unidad TLS) BOE 28 de octubre de 2011), no contiene ningún compromiso de publicar "los calendarios de turnos", por lo que no cabe exigirle a la empresa que en el Calendario de Centro, que ha de publicar anualmente, incluya horarios y turnos de trabajo y, si lo publica trimestralmente con estos datos, es por su mera voluntad, sin que exista obligación alguna legal ni convencional
Reitera doctrina: STS  18 de septiembre de 2000, recurso 4240/1999 , 24 de enero de 2003, recurso 175/2001;  
[bookmark: _Toc305263714]COMPLEMENTOS SALARIALES
[bookmark: _Toc305263715]STS 08/07/2015   
ROJ: STS 3680/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3680)
Recurso: 248/2014 | Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 
Resumen: Complementos salariales: Plus de ruido. Se desestima la pretensión de que se declare la obligación de cumplir con lo establecido en la disposición transitoria primera del Convenio Colectivo Estatal del Sector de Industrias Cárnicas , y se inste a las demandadas a cumplir con lo pactado en la citada disposición del Convenio Colectivo y, en consecuencia, a estudiar la actual redacción del artículo 57 c ) del mismo, negociando efectivamente sobre el contenido de tal precepto, sobre la base de la propuesta efectuada por ANICE, aportando propuestas concretas o aceptando la propuesta de la actora recogida en el estudio entregado en la reunión de la comisión paritaria de fecha 76 de febrero de 2013, y que se ajusta al nuevo marco legal ya la más reciente jurisprudencia" . La razón de la desestimación es que del texto del convenio no se deduce la obligación de las partes de modificar la redacción del precepto en cuestión sobre plus de ruido, sino únicamente el "estudio" de dicha redacción por si se estimase conveniente su modificación, por lo que al haber sido analizada la propuesta en el seno de la comisión negociadora, aunque no se haya alcanzado ningún acuerdo en relación con la modificación, no se ha incumplido obligación alguna por dicha comisión, que no tiene la obligación de modificar el texto del convenio sino sólo la obligación de estudiar el tema, lo que si se ha llevado a cabo.





[bookmark: _Toc284251507][bookmark: _Toc299899608][bookmark: _Toc305263716]STS  28/07/2015
ROJ: STS 3695/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3695)
Recurso: 1476/2014 | Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO
Resumen: Complementos salariales: Complemento atención continuada Convenio Colectivo XHUP. El complemento de atención continuada, artículo 34 del Convenio aplicado, no puede descontarse de la cuantía devengada por guardias presenciales, por lo que se hace necesario estimar el recurso de la trabajadora. El complemento de atención continuada se lucrará o no en función de las circunstancias de cada persona, pero sin que ello comporte que la cantidad así devengada pueda deducirse de las correspondientes a la prestación de guardias presenciales. Se trata de una especie de recompensa o premio a quien ha desarrollado guardias presenciales de manera intensa durante el correspondiente año natural.
Por tanto, si bien no cabe dudar de su naturaleza salarial, es evidente que el complemento no se integra en el precio de la hora de guardia, sino que la complementa en las circunstancias fijadas en el art.34 CCol, que dice : " Complemento para la atención continuada: Lo perciben proporcionalmente aquellos facultativos/vas que -además de su jornada ordinaria- realizan una jornada complementaria de atención continuada (guardias de presencia física) igual o superior al 75% de la máxima jornada complementaria de atención continuada exigible."
Reitera doctrina:  STS 07/10/14 rcud 1634/13  

[bookmark: _Toc305263717]CONFLICTO COLECTIVO
[bookmark: _Toc305263718]STS  14/07/2015   
ROJ: STS 3691/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3691)
Recurso: 156/2014 | Ponente: JESUS SOUTO PRIETO 
Resumen: Conflicto colectivo: e solicita que el acuerdo alcanzado por las partes ante el SIMA el día 03/06/2013 fuera de aplicación a todos los trabajadores de la campaña BBVA, incluyendo no solo a los Agentes, sino también a los Supervisores y Coordinadores, alegando que esa fue la intención de los sujetos negociadores del acuerdo. Se desestima la pretensión porque de conformidad con los hechos probados y el texto del acuerdo suscrito entre las partes por unanimidad, hay que entender que los firmantes quisieron referirse exclusivamente a los Agentes -en sus tres categorías profesionales: A, B y C -.
[bookmark: _Toc305263719]CONVENIO ESPECIAL
[bookmark: _Toc305263720]STS 07/07/2015   
 ROJ: STS 3675/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3675)
Recurso: 184/2014 | Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA
Resumen: Convenio especial: conflicto colectivo en que se resuelve desestimar la pretensión de que la MUTUALIDAD GENERAL DEPORTIVA y el CONSORCIO DE COMPENSACIÓN DE SEGUROS deban garantizar la obligación de suscripción del convenio especial a los trabajadores que el día 26-10-2012 tengan más de 55 años de edad en los términos que regula el artículo 51.9 del Estatuto de los Trabajadores y la legislación concurrente." 
La suscripción del Convenio Especial y el ingreso de las cotizaciones correspondientes es una obligación ex lege nacida del artículo 51.9 del Estatuto de los Trabajadores pero la propia norma introduce una excepción y si bien la analogía no permitiría extender una restricción que es perjudicial para los intereses de los trabajadores acogidos al expediente de despido colectivo si para ello hubiera que acudir a un supuesto origen "análogo", en este caso dicho supuesto no es análogo sino que es el mismo, la insolvencia, como idéntico es el resultado de seguir el trámite asumido por el Consorcio de Compensación de Seguros.
No se trata de eludir la exigencia del artículo 51.9 del Estatuto de los Trabajadores sino de que ésta se ve colmada por existir una prohibición ex lege de acudir al concurso al resultar el mismo innecesario por haber sido trasladadas sus reglas y garantías, también por ministerio de la ley a un ámbito creado al efecto en un supuesto especial.

[bookmark: _Toc305263721]COSTAS
[bookmark: _Toc305263722]STS 16/07/2015   
ROJ: STS 3692/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3692)
Recurso: 2945/2014 | Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN
Resumen: Costas: no procede la condena al pago de las costas en el recurso de suplicación respecto un servicio autonómico de salud, salvo en su puestos de temeridad o mala fe. 
"...los diferentes Servicios de Salud constituidos en cada una de ellas (CCAA) han recibido por vía de traspaso los mismos bienes, personas y cometidos que antes desarrollaba el indicado Instituto, con lo que de hecho y de derecho han pasado éstos a ocupar a nivel de cada Comunidad Autónoma el mismo lugar que aquél tenía reconocido con anterioridad para todo el Estado, y por cuya razón tenía reconocido por el art. 2 b) de la Ley 1/1996 , el beneficio de justicia gratuita. Siendo ello así, pues, tales servicios autonómicos en cuanto han pasado en su conjunto a sustituir a una Entidad Gestora específicamente reconocida como tal por la Ley General de la Seguridad Social y hoy desaparecida, merecen el reconocimiento de su carácter de Entidades Gestoras como lo era aquélla porque en ambos casos concurre igualdad de razón en el tratamiento a los efectos que aquí nos ocupan, o sea, en cuanto al reconocimiento del beneficio de justicia gratuita y por lo tanto la exención del pago de las costas en los recursos de suplicación en aplicación de lo dispuesto en el art. 233 LPL , salvadas las excepciones en las que pudiera serles apreciada temeridad o mala fe en sus planteamientos, que aquí no concurren. "
Reitera doctrina: SSTS de 23-1-1995 (Rec.- 1802/94 ), 10-11-1999 (Rec.-3093/98 ), 17-7-2000 (Rec.- 1969/99 ), 3-7-2001 (Rec.- 3509/00 ), 24-7-2001 (Rec.- 4040/00 ), 30-4-2003 (Rec.- 3931/02 ), 24-5-2003 (Rec.-2975/02 ) o 3-3-2004 (Rec.-3834/02 ), entre otras". Reiterando también este criterio las sentencias de 20 de mayo del 2004 (rec. nº 2946/2003 ), 10 de noviembre del 2004 (rec. nº 299/2004 ), 22 de diciembre del 2004 (rec. nº 2946/2003 ) y 21 de febrero del 2005 (rec. nº 1714/2004 ), entre otras muchas ". Tal doctrina se reitera en las STS /4ª de 24 julio de 2007 ( rcud. 1244/06 ), 19 de diciembre de 2008 (rcud. 337/08 ), 17 de septiembre de 2009 (rcud. 4455/08 ), 16 de marzo y 15 de junio de 2010 ( rcud.1634/09 y 2395/09 ).  


[bookmark: _Toc305263723]DESEMPLEO
[bookmark: _Toc305263724]STS 29/06/2015   
ROJ: STS 3678/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3678)
Recurso: 2896/2014 | Ponente: FERNANDO SALINAS MOLINA 
Resumen: Desempleo: incidencia en la protección del desempleo de la ausencia del territorio español de los beneficiarios de prestaciones (del "nivel contributivo " o del " nivel asistencial ") establecidas en el ámbito de la Seguridad Social
A manera de resumen cabe distinguir las siguientes situaciones en la protección del desempleo: «a) una prestación "mantenida" en los supuestos de salida al extranjero por tiempo no superior a quince días naturales al año, por una sola vez, siempre que el desplazamiento se haya comunicado a la Administración española en tiempo oportuno; b) una prestación "extinguida" ... en los supuestos de prolongación del desplazamiento al extranjero que comporte "traslado de residencia", es decir por más de los noventa días que determinan en la legislación de extranjería el paso de la estancia a la residencia temporal; c) una prestación "suspendida" en el supuesto particular del artículo 6.3 del RD 625/1985 [redacción RD 200/2006] de "búsqueda o realización de trabajo" o "perfeccionamiento profesional" en el extranjero por tiempo inferior a "doce meses"; d) una prestación "suspendida", en todos los demás supuestos en que se haya producido el desplazamiento al extranjero por tiempo inferior a noventa días, con la consiguiente ausencia del mercado de trabajo español del beneficiario de la prestación de desempleo» "
La necesidad de eliminar incoherencias normativas (STS/IV 15-abril-2015 (rcud 3266/2014 , Pleno):
Siempre por referencia al momento en que se producen los hechos litigiosos (mediados de 2009), nos encontramos con que la misma conducta es contemplada por un bloque normativo (el sancionador) como causa de extinción de la prestación, mientras que para otro conjunto de normas (prestacionales) se trata de circunstancia que conduce a la suspensión (con arreglo, precisamente a nuestra jurisprudencia). La incoherencia se resuelve bien al atender a la perspectiva prestacional y no a la sancionadora. De ese modo se salvaba también la proporcionalidad de las consecuencias asignadas al incumplimiento del deber de comunicar la salida al extranjero pues cuadra mal con él que tuviese el mismo trato una ausencia de 16 que de 89 días. No olvidemos que el artículo 41 de la Constitución postula la protección de las situaciones de necesidad y que pide que ello se haga "especialmente en caso de desempleo", marcando así un canon interpretativo que, en la medida en que concuerda con la legalidad ordinaria, debe aplicarse.
La coherencia también conduce a pensar que si la ausencia de comunicación del viaje desemboca en la suspensión de la prestación (descartándose la extinción de la misma), mal podría sostenerse que se llegase al resultado opuesto (extinción de la prestación, devolución de todo lo percibido) por la vía de las sanciones
Reitera doctrina:SSTS/IV 18-octubre- 2012 (rcud 4325/2011 ), 23-octubre-2012 (rcud 3229/2011 ), 24-octubre-2012 (rcud 4478/2011 ), 30-octubre-2012 (rcud 4373/2011 ), 17-junio-2013 (rcud 1234/2012 ), 17-septiembre-2013 (rcud 2646/2012 ), 22-octubre-2013 (rcud 3200/2012 ), 23-octubre-2013 (rcud 84/2013 ), 4-noviembre-2013 (rcud 3258/2012 ), 13-noviembre-2013 (rcud 1691/2012 ), 10-marzo-2014 (rcud 1432/2013 ), 27-marzo-2014 (rcud 3079/2012 ), 8-abril-2014 (rcud 2675/2012 ), 3-junio-2014 (rcud 1518/2013 ), 22-septiembre- 2014 (rcud 2834/2013 ) y 15-abril-2015 (rcud 3266/2014 , Pleno) -- dictadas todas ellas
  

[bookmark: _Toc305263725][bookmark: _Toc292028372][bookmark: _Toc299899801]DESPIDO COLECTIVO
[bookmark: _Toc299895699][bookmark: _Toc302630188][bookmark: _Toc305263726]STS 08/07/2015
ROJ: STS 3495/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3495)
Recurso: 1604/2014 | Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN
Resumen: Despido colectivo: inexistencia. Se pretende que se declare que los contratos de trabajo del trabajador con el Servicio Andaluz de Empleo (SAE) debían de considerar fraudulentos y que, al haber afectado a 413 trabajadores y no haberse seguido el trámite del despido colectivo, la declaración que procedía era la de nulidad del despido
Se excluye que los ceses de los Asesores/Promotores de Empleo -constitutivos de despido improcedente, porque la relación era ya indefinida no fija- se hubiesen producido por «iniciativa del empresario» SAE [lo cual impondría su cómputo ex art. 51.1], sino que lo fueron por imposición de la Ley [circunstancia que les excluye de ser tenidos en cuenta a efectos del referido umbral numérico]; es decir, no estaríamos en presencia de una singular «causa de extinción» del contrato de trabajo, sino más bien de una peculiar «causa de la decisión extintiva».
 
Reitera doctrina:  STS/4ª/Pleno de 21 abril 2015 (rcud. 125/2014 ) -reiterada en la STS/4ª/Pleno de 22 abril 2015 (rcud. 1026/2014 )- nos pr

[bookmark: _Toc305263727]STS 15/07/2015
ROJ: STS 3669/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3669)
Recurso: 2548/2014 | Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ
Resumen: Despido colectivo: inexistencia. Se pretende que se declare que los contratos de trabajo del trabajador con el Servicio Andaluz de Empleo (SAE) debían de considerar fraudulentos y que, al haber afectado a 413 trabajadores y no haberse seguido el trámite del despido colectivo, la declaración que procedía era la de nulidad del despido
Se excluye que los ceses de los Asesores/Promotores de Empleo -constitutivos de despido improcedente, porque la relación era ya indefinida no fija- se hubiesen producido por «iniciativa del empresario» SAE [lo cual impondría su cómputo ex art. 51.1], sino que lo fueron por imposición de la Ley [circunstancia que les excluye de ser tenidos en cuenta a efectos del referido umbral numérico]; es decir, no estaríamos en presencia de una singular «causa de extinción» del contrato de trabajo, sino más bien de una peculiar «causa de la decisión extintiva».
 
Reitera doctrina:  STS/4ª/Pleno de 21 abril 2015 (rcud. 125/2014 ) -reiterada en la STS/4ª/Pleno de 22 abril 2015 (rcud. 1026/2014 )- nos pr

[bookmark: _Toc305263728]STS 16/07/2015
ROJ: STS 3697/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3697)
Recurso: 312/2014 | Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN
Resumen: Despido colectivo:  estimación de existencia de grupo de empresa y desestimación de la existencia elementos para alzar el velo respecto de los socios. 
a) órganos de dirección comunes entre las tres sociedades mercantiles   las cuales comparten también idéntico objeto social; 
b) se da, además, una apariencia externa de unidad, pues Ibercake y Horno de Tuesta elaboran distintos productos que salen al mercado bajo una misma marca ("Dulia"). Tal apariencia se ofrece, no sólo a los consumidores, sino también a proveedores y clientes, pues es Serdul la que gestiona las compras de las otras dos sociedades.
c) Por último, existe una comunicación económica que no solo se presenta como un flujo regular de saldos deudores y acreedores entre las sociedades del grupo, sino que apunta claramente hacia una confusión patrimonial, en la que las deudas de Ibercake eran asumidas por Horno de Almansa, siendo ésta también acreedora de Natural Pastry.
Asimismo consta que la materia prima y la maquinaria de Ibercake fue traslada a Horno de Tuesta, la cual fabrica el producto que elaboraba aquélla.

No hay elementos de hecho en lo actuado que permitan fundamentar la petición de que también la sociedad Dulca sea incluida en el grupo de empresas. Como es de ver de lo que se declara probado, ni siquiera la titularidad de dicha mercantil coincide con el entramado societario que hemos analizado, por lo que no hay elementos de conexión de ningún tipo -salvo el lazo familiar de alguno de los socios, circunstancia irrelevante para la extensión de responsabilidad-.
No se acepta que se den en este caso las circunstancias que pudieran justificar un levantamiento del velo e imputar las responsabilidades laborales de las sociedades mercantiles a los titulares de las acciones de las mismas, pues, para ello, sería necesario que esos elementos adicionales que hemos puesto de relieve concurrieran también respecto de las personas físicas, es decir, que fueran éstas las que aparecieren como verdaderas empleadoras y se dieran respecto de ellas y de sus patrimonios los rasgos de confusión que sí hemos apreciado en relación con las mercantiles
Reitera doctrina grupos de empresa: STS/4ª/Pleno de 27 mayo 2013 (rec. 78/2012 ), que hemos recordado en la STS/4ª/Pleno de 19 diciembre 2013 (rec. 37/2013 ), 29 diciembre 2014 (rec. 83/2014 ), 28 enero 2015 (rec. 279/2014 ) y STS/4ª de 2 junio 2014 (rcud. 546/2013 ) y 11 febrero 2015 (rec. 95/2014) 




[bookmark: _Toc305263729]STS 22/07/2015
ROJ: STS 3698/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3698)
Recurso: 2127/2014 | Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 
Resumen: Despido colectivo: disponibilidad en el Acuerdo colectivo de la simultaneidad de la puesta a disposición de la indemnización. (art. 53 b) ET ).  posibilidad de que los representantes de los trabajadores lleguen a un acuerdo con la empresa para diferir el pago de la indemnización en el marco de un despido colectivo.
 En el supuesto particular concreto en que existe un acuerdo colectivo  , cuya transcendencia no puede desconocerse, en el que concluyó el periodo de consultas, suscribiendo las partes un Acuerdo en virtud del cual se reduce el número de trabajadores afectados de 131 a 116, así como se acuerda el percibo por los trabajadores de una indemnización sustancialmente mejorada y superior a la legal, si bien se acuerda el percibo de la misma diferida en parte dentro de un plazo máximo de 12 mensualidades , ante la acreditada e incontrovertida falta de liquidez de la empresa demandada; constando que a la fecha de la sentencia de instancia (03/05/2013 ) la mercantil demandada ya había procedido al pago a los trabajadores demandantes del total de las indemnizaciones pactadas; y ello unido a la circunstancia de que no consta que sean más que los demandantes del total de 116 trabajadores afectados los accionantes, con lo cual el resto de trabajadores se habría aquietado en el acuerdo colectivo; ha de concluirse que, la licitud del acuerdo  

[bookmark: _Toc305263730]DESPIDO OBJETIVO
[bookmark: _Toc305263731]STS 30/06/2015   
ROJ: STS 3667/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3667)
Recurso: 2769/2014 | Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 
Resumen: Despido objetivo: la pérdida de la contrata faculta al empresario a resolver, por causas objetivas, los contratos de trabajo a ella vinculados. 
El contrato de prestación de servicios que la empresa demandada tenía suscrito con el Ayuntamiento de Madrid para la protección y seguridad de un determinado inmueble de su Área de Gobierno y Urbanismo finalizó, por decisión del Ayuntamiento, con efectos del 31-3-2013, fecha del despido del actor por causas objetivas (finalización de la contrata) . La finalización se debió al traslado del personal que venía desempeñando sus actividades y funciones municipales en aquél inmueble a otra nueva sede en la que ya existía servicio de seguridad
Es verdad (...) que alguna resolución de esta Sala puede haber introducido alguna "reticencia o reserva" (así se califica un determinado párrafo de la STS 16-9-2009, R. 2027/08 ) respecto a la jurisprudencia clásica, y es cierto también que, aunque no se haya vuelto a expresar en ninguna otra ocasión por nuestra Sala dicha "reticencia o reserva", la STS, de Pleno, del 29-11-2010 (R. 3159/10 ), en un supuesto ciertamente singular, en el que una empresa con más de 15.000 trabajadores, que en el período próximo al despido de uno de ellos, había suscrito, al menos, 81 contratas nuevas, varias de ellas en el propio centro de trabajo de la Estación Central de Ferrocarriles de Barcelona en el que trabajaba el despedido, declaró la improcedencia de ese despido.
Pero, pese a todo ello, la posterior STS de 8-7-2011 (R. 3159/10 ) niega con suficiente claridad que la doctrina de la citada STS de 29-11-2010 haya significado rectificación de nuestra tesis clásica --que reitera--, conforme a la cual, en términos generales, la válida extinción de la contrata constituye causa suficiente que permite el despido objetivo e indemnizado de los trabajadores que en ella prestaban sus servicios.



[bookmark: _Toc305263732]STS 13/07/2015   
ROJ: STS 3693/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3693)
Recurso: 2691/2014 | Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO
Resumen: Despido objetivo: consecuencias jurídicas, nulidad o improcedencia, derivadas de un despido individual, realizado en el marco de un despido colectivo, en el que no se han respetado los criterios de selección pactados en el período de consultas. La Sala del País Vasco considera que no hay que confundir los criterios de selección del personal afectado por un despido colectivo con las prioridades de permanencia a que se refiere el art. 124.13 LRJS , porque sólo estas últimas determinan la nulidad del despido
EL TS desestima el recurso por FALTA DE CONTRADICCIÓN.
. 

[bookmark: _Toc305263733]STS 21/07/2015   
ROJ: STS 3703/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3703)
Recurso: 2366/2014 | Ponente: JESUS SOUTO PRIETO
Resumen: Despido objetivo: error excusable:  el error padecido en el abono de la indemnización por despido objetivo, consecuencia de no haber reconocido la antigüedad derivada de haber prestado servicios el trabajador a través de una ETT de forma previa, debe calificarse como error excusable en el caso concreto porque son criterios suficientemente razonables de la falta de mala fe o negligencia grave por parte de la empresa, y consecuentemente de la excusabilidad del error padecido: la complejidad de la sucesión de contratos y las diversas empresas intervinientes; las discrepancias jurídicas que han dado lugar a distintas interpretaciones sobre la antigüedad y fraude de los contratos temporales de otros trabajadores en análoga situación que la de los aquí actores; la no oposición de éstos durante muchos años a la antigüedad que se les reconocía en las hojas de salarios y en particular por la última de las empresas, la tercera empleadora, en virtud de las subrogaciones que se habían producido, que lógicamente operó con los mismos datos de antigüedad que había recibido de las anteriores.

[bookmark: _Toc305263734]EJECUCIÓN
[bookmark: _Toc305263735]STS 08/007/2015   
ROJ: STS 3478/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3478)
Recurso: 3995/2014 | Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 
Resumen: Ejecución: No procede la ejecución de una sentencia que declara el carácter común de la contingencia de una IT por tratarse de una sentencia meramente declarativa. 
La controversia se centra en determinar si procede despachar la ejecución instada por la Mutua Gallega de Accidentes de Trabajo de una sentencia, dimanante de demanda interpuesta por la citada Mutua, frente al INSS, TGSS, SERGAS y FRIVIPESCA CHAPELA SA, en la que se ha declarado que el proceso de IT de la trabajadora deriva de contingencias comunes. 
El Fallo de la sentencia cuya ejecución pretende la Mutua es del siguiente tenor literal: "Que estimando la demanda interpuesta por la MUTUA GALLEGA debo declarar y declaro el carácter común de la contingencia de IT, condenando a las partes demandadas a estar y pasar por esta declaración, con las consecuencias legales inherentes". Es una sentencia meramente declarativa, que no contiene pronunciamiento alguno de condena pues se limita a declarar el carácter común de la contingencia de IT de la trabajadora.

[bookmark: _Toc305263736]JUBILACIÓN FORZOSA
[bookmark: _Toc292028373][bookmark: _Toc299899802][bookmark: _Toc305263737]STS 30/06/2015   
ROJ: STS 3454/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3454)
Recurso: 2533/2014 | Ponente: JESUS SOUTO PRIETO
Resumen: Jubilación forzosa por razón del cumplimiento de la edad ordinaria de jubilación, en aplicación del Convenio Colectivo de la empresa Telefónica España SAU para los años 2011-2013. Despido improcedente. Drástica minoración de la plantilla de «Telefónica» y el innegable rejuvenecimiento de la misma, con evidente reducción de costes finales para la empleadora demandada; lo que ciertamente podrá tener justificación en términos económicos y de competitividad, pero en manera alguna puede ampararse en la ya derogada DA 10ª ET , que sometía la previsión colectiva sobre el cese forzoso por razón de edad a unos rigurosos requisitos, inexistentes en el caso de autos  y consistentes en que el Convenio explicite los objetivos de política de empleo que justifiquen la utilización de la jubilación obligatoria  y que la propia norma enumera de manera ejemplificativa [«mejora de la estabilidad en el empleo, la transformación de contratos temporales en indefinidos, el sostenimiento del empleo, las nuevas contrataciones o cualesquiera otros que se dirijan a favorecer la calidad del empleo»]". "no hallamos atisbo alguno del «razonable y proporcionado equilibrio justificativo» que ha de mediar entre el sacrificio individual de los cesados forzosamente por razón de edad y la colectiva contrapartida de una beneficiosa política de empleo ".
Reitera doctrina:  STS/4ª de 12 noviembre 2014 (rcud. 3245/2013 ); 4 de febrero de 2015 (rcud. 233/14) y  de 9 marzo 2015 (rcud. 651/14).



[bookmark: _Toc305263738]JURISDICCIÓN
[bookmark: _Toc305263739]STS 08/07/2015   
ROJ: STS 3683/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3683)
Recurso: 2346/2013 | Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 
Resumen: Jurisdicción: reclamaciones derivadas de la Ley de Dependencia: la competencia para conocer de las cuestiones litigiosas que se susciten en relación con la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, corresponden al orden contencioso- administrativo"; En cuanto a las cuestiones que puedan suscitarse con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, seguirán siendo competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa hasta que se cumplan las previsiones establecidas en la disposición final séptima de la citada Ley , momento a partir del cual pasarán a ser competencia de la jurisdicción social " ( STS 17-9-2013, R. 2212/12 , reiterada, entre otras, en las de 14-1-2014, R.1115/13 , y 11-11-2014, R. 2970/13 ).










[bookmark: _Toc305263740]MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE CONDICIONES DE TRABAJO

[bookmark: _Toc305263741]STS 24/07/2015
ROJ: STS 3694/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3694)
Recurso: 210/2014 | Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA
Resumen: Modificación sustancial de condiciones de trabajo: documentación exigible en período de consultas.  A diferencia de lo que sucede en el despido colectivo, supuesto en el que aparece minuciosamente detallada la documentación que la empresa ha de entregar a los representantes de los trabajadores, en el RD 1483/2012, de 29 de octubre, en el procedimiento de modificación sustancial de condiciones de trabajo no existe dicha exigencia. El artículo 41.3 ET se limita a establecer que "la decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo deberá ir precedida de un periodo de consultas con los representantes legales de los trabajadores... que versará sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para los trabajadores afectados". 
Hemos de entender que en la modificación sustancial de condiciones de trabajo no es exigible toda la documentación que el RD 1483/2012 establece para el despido colectivo, y, aunque se admitiera que pudiera exigirse dicha documentación, la falta de algún documento no comportaría "per se" la nulidad de la modificación
El trabajador alega que el fraude consiste en la falta de entrega de documentación, que denota mala fe en la negociación.  Se desestima su pretensión por dos razones: 
1) no es exigible al empresario la entrega de unos determinados documentos, sino únicamente de los que sean transcendentes para la consecución de la finalidad que la norma persigue y la parte se ha limitado a aducir que no se le han entregado determinados documentos pero no ha alegado, ni probado, la trascendencia de los mismos a los fines anteriormente contemplados. 
2) el fraude, al que alude la norma, es el fraude en la consecución del acuerdo y únicamente sería relevante la falta de entrega de documentación si la misma hubiera generado la consecución del acuerdo por medio de fraude, extremo no acreditado por el recurrente..




[bookmark: _Toc305263742]ORFANDAD
[bookmark: _Toc294699790][bookmark: _Toc299899846][bookmark: _Toc305263743]STS 13/07/2015
ROJ: STS 3685/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3685)
Recurso: 2668/2014 | Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA
Resumen: Orfandad absoluta: Se deniega la orfandad absoluta porque, a pesar de no existir beneficiario de la pensión de viudedad a la muerte del causante, no hay orfandad absoluta pues sobrevive la madre.
Se plantea la cuestión  relativa a si la huérfana, perceptora de una pensión de orfandad del 20 por 100 de la base reguladora por el fallecimiento de su padre en accidente laboral, tiene derecho al incremento de dicha pensión por cuantía equivalente a la pensión de viudedad, el 52 por 100 de la base reguladora, como si se tratase de un supuesto de orfandad absoluta, pese a que vive su madre, quien no contrajo matrimonio con el causante, ni constituyó con él una pareja de hecho en los términos requeridos por el artículo 174-3 de la L.G.S.S . para causar la pensión de viudedad que, por ende, no le ha sido reconocida a la madre, quien ha accionado en nombre de su hija menor.
Interpretación del   art.36 del  RD 3158/66 en la redacción dada por el RD 296/2009, que dispone que " En los casos de orfandad absoluta las prestaciones correspondientes a los huérfanos podrán incrementarse en los términos y condiciones siguientes:
1º Cuando a la muerte del causante no exista beneficiario de la pensión de viudedad , la cuantía de la pensión de orfandad que se reconozca al huérfano se incrementará en el importe resultante de aplicar a la base reguladora el 52 por ciento. 

Si se concediera en el caso de autos la orfandad absoluta se vulneraría la norma que establece para todos los supuestos la exigencia de orfandad absoluta, requisito que está justificado en atención a la especial situación de necesidad que contempla: la inexistencia de algún progenitor que pueda hacerse cargo del huérfano. De otra parte se establecería un trato desigual injustificado si se concediera el acrecimiento a los hijos de ex cónyuges sin derecho a pensión compensatoria y no se concediera en el caso de hijos de cónyuges actuales que no acceden a la pensión de viudedad por cualquier otro causa.
.

[bookmark: _Toc305263744]PERSONAL LABORAL ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
[bookmark: _Toc305263745]STS 07/07/2015   
ROJ: STS 3307/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3307)
Recurso: 2598/2014 | Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 
Resumen: Personal laboral Administración Pública: Tanto en los supuestos de interinidad por vacante, como en los de su transformación en indefinido no fijo por el transcurso del plazo máximo [ arts. 70.1 EBEP y art. 4.2 b) del RD 2720/1998 ]: a) La amortización de la plaza desempeñada por modificación de la RPT no está legalmente prevista como causa extintiva de estos contratos, porque no está sujetos a condición resolutoria, sino a término; y b) Para poder extinguir los contratos sin previamente haber cubierto reglamentariamente las plazas, la Administración Pública deberá acudir a la vía de extinción prevista en los arts. 51 y 52 ET [cauce ya previsto por la DA vigésima ET ]
Garantía de indemnidad: no se acepta el argumento de que la reclamación previa próxima a la conclusión del contrato en fraude de ley sea una maniobra de la actora para determinar la nulidad de la extinción por vulneración de la garantía de indemnidad. Corresponde en tal caso, toda vez que existe un claro indicio, la carga de la prueba a la administración. 
Reitera doctrina: RCUD. 2217/2014 con cita:  SSTS/IV 18-febrero-2008 (rcud. 1232/2007 ), 26-febrero-2008 (rcud 723/2007 ), 29-mayo-2009 (rcud 152/2008 ), 13-noviembre-2012 (rcud 3781/2011 ), 29-enero-2013 (rcud 349/12 ), 4-marzo-2012 (rcud 928/2012 ), 5-julio-2013 (rcud 1374/2012 ), 5-julio-2013 (rcud 1683/2012 ), 11-noviembre-2013 (rcud 3285/2012 ) y 14-mayo-2014 (rcud 1330/2013 ), señala en doctrina que resume, entre otras, la citada de 11-noviembre-2013 ,  

[bookmark: _Toc305263746]RECURSO DE CASACIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA
[bookmark: _Toc305263747]STS 29/06/2015   
 ROJ: STS 3696/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3696)
Recurso: 2429/2014 | Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN
Resumen: Recurso de casación para la unificación de doctrina: defecto en el modo de interponer el recurso. No se produce suficientemente en este caso la denuncia y fundamentación de la infracción legal cometida, pues pese a la referencia a dicho extremo (los concretos preceptos que se entienden vulnerados), nada se especifica ni desarrolla al respecto en el escrito de recurso. Dicho requisito "no se cumple con solo indicar los preceptos que se consideran aplicables, sino que además, al estar en juego opciones interpretativas diversas que han dado lugar a los diferentes pronunciamientos judiciales, es requisito ineludible razonar de forma expresa y clara sobre la pertinencia y fundamentación del recurso en relación con la infracción o infracciones que son objeto de denuncia " 
Reitra doctrina:  sentencias, entre otras, de 6 de febrero de 2008, R. 2206/2006 y 5 de marzo de 2008, R. 1256/2007 y 4298/2006 , 14 de mayo de 2008, R. 734/2007 y 1671/2007 ; 17 de junio de 2008, R. 67/2007 ; 25 de septiembre de 2008, R. 1790/2007 ; 2 y 7 de octubre de 2008 , R. 1964/2007 y 538/2007 ; 3 de noviembre de 2008, R. 2791/2007 ; 7 de octubre de 2011, R. 3528/2010 ; 13 de octubre de 2011, R. 4019/5010 y 13 de diciembre de 2011, R. 4114/2010 )".


[bookmark: _Toc305263748]STS 21/07/2015   
 ROJ: STS 3687/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3687)
Recurso: 189/2014 | Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 
Resumen: Recurso de casación para la unificación de doctrina: defecto en el modo de interponer el recurso. el escrito de interposición del recurso formulado   se limita estrictamente -tras analizar previamente en la existencia o no de contradicción de sentencias- a trascribir literalmente, los fundamentos de derecho de la sentencia de contraste, dedicando un único párrafo a la recurrida, todo ello en único motivo, y no sólo no articula un motivo específico para fundamentar la infracción legal cometida en la sentencia impugnada y el quebranto producido en la doctrina, sino que limita a señalar en el último párrafo del único motivo de recurso, dedicado todo él  a justificar la contradicción.

[bookmark: _Toc305263749]RECURSO DE SUPLICACIÓN
[bookmark: _Toc305263750][bookmark: _Toc263158109]STS 29/06/2015   
ROJ: STS 3671/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3671)
Recurso: 1626/2014 | Ponente: JESUS SOUTO PRIETO
Resumen: Recurso de suplicación: reclamación de diferencias de prestación por desempleo: incompetencia funcional: falta de cuantía y falta de afectación general. Se reclaman unas diferencias de 1'89 €/día, que no alcanza los 3000 anuales  en concepto de prestación por desempleo. Falta de afectación general: Cálculo de la base reguladora de la prestación por desempleo cuando la cotización del trabajador se ha realizado en atención a su salario mensual, devengado con independencia de los días comprendidos en cada mes y que implica que la cotización se refiere a meses del mismo número de días ha de efectuarse sobre la cotización a los seis meses anteriores ( entendidos de 30 días) a la situación de desempleo o sobre los últimos 180 días naturales efectivamente transcurridos.
 









[bookmark: _Toc305263751]STS 20/07/2015   
ROJ: STS 3690/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3690)
Recurso: 1567/2014 | Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA Resumen: Recurso de suplicación: improcedencia de recurso de suplicación frente a  la sentencia del Juzgado que resuelve la demanda que pretende la nulidad de la modificación de las condiciones de su contrato que había decidido la empresa demandada, quien de forma unilateral había acordado reducirle en un 45'4 por 100 la jornada laboral por haberse cancelado la contrata de servicios por algunos clientes, mientras que otros la habían reducido
Interpretando el artículo 138-6 de la L.R.J.S el TS reitera que: "El precepto vigente (os artículos 138-6 y 191-2-e) de la L.R.J.S) vincula la recurribilidad, no a la naturaleza colectiva del litigio, sino a la decisión empresarial. Así, siempre que ésta tenga carácter colectivo, cabrá acudir, en su caso, a la suplicación, tanto si la decisión se ataca por los trabajadores individualmente considerados, como si se combate por el cauce del conflicto colectivo por los sujetos legitimados a tal efecto."
Reitera doctrina: SSTS 22 de enero de 2014 (Rcud. 690/2013 ) y 9 de abril de 2014 (Rcud. 949/2013 ) y 15 de junio de 2015 (Rcud. 589/2014 )  


[bookmark: _Toc305263752]SALARIOS
[bookmark: _Toc305263753]STS 08/07/2015   
ROJ: STS 3681/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3681)
Recurso: 94/2014 | Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ
Resumen: Salarios: se rechaza el derecho de los trabajadores   a que se les aplique las condiciones de integración en grupos y niveles retributivos o de progresión económica  pactados en   el XVII Convenio Colectivo de la demandada "Transformaciones Agrarias, S. A." (TRAGSA), en vigor desde el 1 de enero de 2010 hasta el 31 de diciembre de 2013
La integración progresiva de los trabajadores afectados por el conflicto en un nivel salarial superior, aunque en el caso de autos esa integración supuso una modificación (no peyorativa sino ventajosa) del sistema convencional de clasificación profesional, al incidir en la masa salarial de 2013, tal como la definen los apartados Dos y Cuatro del art. 22 de Ley 17/2012, de Presupuestos para 2013, se ven afectados por la necesidad de un informe favorable expreso del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para cada ejercicio presupuestario y, al no existir éste, procede desestimar la pretensión de los trabajadores.

[bookmark: _Toc305263754]STS 20/07/2015   
ROJ: STS 3679/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3679)
Recurso: 249/2014 | Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 
Resumen: Salarios: art.28.2c) del Convenio de Hostelería de la Provincia de Granada. Derecho de los trabajadores de la demandada a percibir las diferencias salariales existentes entre lo percibido y lo que tendría que haberseles abonado según Convenio, estableciéndose, en dicho orden de cosas una subida salarial conforme las respectivas tablas y según categorías del 3,25%. 
Con anterioridad a la presentación de la demanda origen de las presentes actuaciones, la demandada inició en 2011 procedimiento de descuelgue del convenio antes citado. Su pretensión fue rechazada tanto por la Comisión Paritaria como por la Jurisdicción laboral. Mientras tanto, la empresa no cumplió la obligación de incremento salarial convencionalmente previsto ofreciendo a cambio una serie de ventajas en especie. Presentada la demanda de conflicto colectivo con base en el incumplido artículo 28.2.c) del convenio colectivo en 2014, su pretensión se ciñe al cumplimiento de las tablas salariales vigentes "en ese momento y en la cuantía fijada en tabla salarial publicada en el B.O.P. de 11-07- 2011 y ratificadas por Acuerdo publicado en el B.O.P. del 10-08-2012 debiendo abonar las diferencias entre las tablas y las cantidades realmente percibidas y las que debía haber abonado.



[bookmark: _Toc305263755]III- TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA

[bookmark: _Toc305263756]CUESTIÓN PREJUDICIAL
[bookmark: _Toc305263757] STJUE 09/09/2015  
 Procedimiento prejudicial — Trabajadores migrantes — Seguridad social — Legislación aplicable — Bateleros del Rin — Certificado E-101 — Valor probatorio — Sometimiento al Tribunal de Justicia — Obligación de remisión»
En los asuntos acumulados C‑72/14 y C‑197/14,que tienen por objeto sendas peticiones de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Gerechtshof te ’s-Hertogenbosch (Países Bajos) y el Hoge Raad der Nederlanden (Países Bajos), mediante resoluciones de 7 de febrero y 28 de marzo de 2014, recibidas en el Tribunal de Justicia el 10 de febrero y el 18 de abril de 2014, respectivamente, en los procedimientos entre X  e Inspecteur van Rijksbelastingdienst (asunto C‑72/14), y T.A. van Dijk y Staatssecretaris van Financiën (asunto C‑197/14).
el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara:
1) (...)
2)      El artículo 267 TFUE, párrafo tercero, debe interpretarse en el sentido de que un órgano jurisdiccional cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, como es el caso del órgano jurisdiccional remitente, no está obligado, por un lado, a plantear cuestión alguna al Tribunal de Justicia de la Unión Europea por el mero hecho de que un órgano jurisdiccional nacional inferior, en un asunto similar al que debe dirimir dicho órgano jurisdiccional remitente y que versa exactamente sobre la misma clase de controversia, haya planteado al Tribunal de Justicia de la Unión Europea una cuestión prejudicial, y, por otro lado, tampoco está obligado a esperar la respuesta a dicha cuestión prejudicial.


[bookmark: _Toc305263758]STJUE 09/09/2015  
Procedimiento prejudicial — Aproximación de las legislaciones — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisión de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad — Concepto de transmisión de centro de actividad — Obligación de presentar una petición de decisión prejudicial con arreglo al artículo 267 TFUE, párrafo tercero — Supuesta vulneración del Derecho de la Unión imputable a un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso de Derecho interno — Legislación nacional que supedita el derecho a indemnización del perjuicio sufrido como consecuencia de dicha vulneración a la revocación previa de la resolución que ha ocasionado dicho perjuicio»
En el asunto C‑160/14,
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por las Varas Cíveis de Lisboa (Portugal), mediante resolución de 31 de diciembre de 2013, recibida en el Tribunal de Justicia el 4 de abril de 2014, en el procedimiento entre João Filipe Ferreira da Silva e Brito y otros y Estado português, 
1)     (...)
2. 2)      El artículo 267 TFUE, párrafo tercero, debe interpretarse en el sentido de que un órgano jurisdiccional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno debe remitir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea una petición de decisión prejudicial sobre la interpretación del concepto de «transmisión de un centro de actividad» a efectos del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23, en circunstancias como las del litigio principal, caracterizadas tanto por resoluciones contradictorias de tribunales nacionales inferiores acerca de la interpretación de este concepto como por dificultades de interpretación recurrentes de éste en los distintos Estados miembros.
3)      El Derecho de la Unión y, en especial, los principios desarrollados por el Tribunal de Justicia en materia de responsabilidad del Estado por los daños causados a los particulares en virtud de la vulneración del Derecho de la Unión cometida por un órgano jurisdiccional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una legislación nacional que exige como requisito previo la revocación de la resolución lesiva dictada por ese órgano jurisdiccional, cuando en la práctica dicha revocación no es posible.
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Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de trato en materia de empleo y de ocupación — Artículos 2, 3, apartado 1, letra c), y 6, apartado 1 — Discriminación directa por motivo de edad — Salario base de los jueces — Régimen transitorio — Reclasificación y ascenso posterior — Perpetuación de la diferencia de trato — Justificaciones» En el asunto C‑20/13, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Verwaltungsgericht Berlin (Alemania), mediante resolución de 12 de diciembre de 2012, recibida en el Tribunal de Justicia el 15 de enero de 2013, en el procedimiento entre Daniel Unland y Land Berlin,
El TJUE declara: 
1)      El artículo 3, apartado 1, letra c), de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, debe interpretarse en el sentido de que las condiciones de remuneración de los jueces entran en el ámbito de aplicación de esa Directiva.
2)      Los artículos 2 y 6, apartado 1, de la Directiva 2000/78 deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una legislación nacional como la discutida en el asunto principal, en virtud de la que el salario base de un juez se determina al tiempo de su nombramiento exclusivamente en función de la edad de ese juez.
3)      Los artículos 2 y 6, apartado 1, de la Directiva 2000/78 deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una legislación nacional, como la discutida en el asunto principal, que define las modalidades de la reclasificación dentro de un nuevo sistema retributivo de los jueces ya nombrados antes de la entrada en vigor de esa legislación, y que prevé que el escalón retributivo en el que éstos quedan clasificados en adelante se determine exclusivamente en función del importe del salario base que percibían en aplicación del antiguo sistema retributivo, siendo así que éste se sustentaba en una discriminación basada en la edad del juez, en cuanto la diferencia de trato que esa legislación implica puede justificarse por el objetivo de proteger los derechos adquiridos.
4)      Los artículos 2 y 6, apartado 1, de la Directiva 2000/78 deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una legislación nacional como la discutida en el litigio principal, que define las modalidades de ascenso de los jueces ya nombrados antes de la entrada en vigor de esa legislación dentro de un nuevo sistema retributivo, y que prevé que a partir de cierto escalón los jueces que habían alcanzado determinada edad en la fecha de referencia fijada para la transición al nuevo sistema se benefician de un ritmo de aumento de la remuneración más rápido que el previsto para los jueces que eran más jóvenes en la fecha de referencia fijada para la transición al nuevo sistema, en cuanto la diferencia de trato que conlleva esa legislación puede justificarse en relación con el artículo 6, apartado 1, de esa Directiva.
5)      En circunstancias como las del asunto principal el Derecho de la Unión no exige que se conceda retroactivamente a los jueces discriminados el importe correspondiente a la diferencia entre la remuneración efectivamente percibida y la correspondiente al escalón más alto de su grado.
Corresponde al tribunal remitente comprobar si concurren todas las condiciones establecidas por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia para que nazca la responsabilidad de la República Federal de Alemania en virtud del Derecho de la Unión.
6)      El Derecho de la Unión no se opone a una regla nacional como la discutida en el litigio principal, que prevé la obligación de que el juez nacional ejerza un derecho a prestaciones pecuniarias que no derivan directamente de la ley en un plazo relativamente corto, a saber, antes del término del ejercicio presupuestario en curso, si esa regla no infringe el principio de equivalencia ni el principio de efectividad. Corresponde al tribunal remitente comprobar que esas condiciones concurren en el asunto principal.
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Procedimiento prejudicial — Libre circulación de personas — Ciudadanía de la Unión — Igualdad de trato — Directiva 2004/38/CE — Artículo 24, apartado 2 — Prestaciones de asistencia social — Reglamento (CE) nº 883/2004 — Artículos 4 y 70 — Prestaciones especiales en metálico no contributivas — Nacionales de un Estado miembro en busca de un empleo residentes en el territorio de otro Estado miembro — Exclusión — Mantenimiento de la condición de trabajador» En el asunto C‑67/14,
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE por el Bundessozialgericht (Tribunal federal de lo social, Alemania), mediante resolución de 12 de diciembre de 2013, recibida en el Tribunal de Justicia el 10 de febrero de 2014, en el procedimiento entre Jobcenter Berlin Neukölln 
El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara:
El artículo 24 de la Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros, por la que se modifica el Reglamento (CEE) nº 1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE, y el artículo 4 del Reglamento (CE) nº 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, según su modificación por el Reglamento (UE) nº 1244/2010 de la Comisión, de 9 de diciembre de 2010, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa de un Estado miembro que excluye de ciertas «prestaciones especiales en metálico no contributivas», en el sentido del artículo 70, apartado 2, del Reglamento nº 883/2004, y que constituyen también una «prestación de asistencia social», en el sentido del artículo 24, apartado 2, de la Directiva 2004/38, a los nacionales de otros Estados miembros que se encuentren en la situación prevista en el artículo 14, apartado 4, letra b), de esa Directiva, mientras que esas prestaciones se conceden a los nacionales de ese Estado miembro que se hallan en la misma situación.




[bookmark: _Toc305263763]SEGURIDAD SOCIAL DE TRABAJADORES MIGRANTES
[bookmark: _Toc305263764]STJUE 09/09/2015  
 Procedimiento prejudicial — Trabajadores migrantes — Seguridad social — Legislación aplicable — Bateleros del Rin — Certificado E-101 — Valor probatorio — Sometimiento al Tribunal de Justicia — Obligación de remisión»
En los asuntos acumulados C‑72/14 y C‑197/14,
que tienen por objeto sendas peticiones de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Gerechtshof te ’s-Hertogenbosch (Países Bajos) y el Hoge Raad der Nederlanden (Países Bajos), mediante resoluciones de 7 de febrero y 28 de marzo de 2014, recibidas en el Tribunal de Justicia el 10 de febrero y el 18 de abril de 2014, respectivamente, en los procedimientos entre X  e Inspecteur van Rijksbelastingdienst (asunto C‑72/14), y T.A. van Dijk y Staatssecretaris van Financiën (asunto C‑197/14).
el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara:
1)      El artículo 7, apartado 2, letra a), del Reglamento (CEE) nº 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena, los trabajadores por cuenta propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, así como los artículos 10 quater a 11 bis, el artículo 12 bis y el artículo 12 ter del Reglamento (CEE) nº 574/72 del Consejo, de 21 de marzo de 1972, por el que se establecen las modalidades de aplicación del Reglamento nº 1408/71, en sus respectivas versiones modificadas y actualizadas por el Reglamento (CE) nº 118/97 del Consejo, de 2 de diciembre de 1996, modificados por el Reglamento (CE) nº 647/2005 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de abril de 2005, deben interpretarse en el sentido de que un certificado de la clase E-101, expedido por la institución competente de un Estado miembro para hacer constar la sujeción de un trabajador al régimen de seguridad social de dicho Estado miembro, pese a que a dicho trabajador le es aplicable el Acuerdo relativo a la seguridad social de los bateleros del Rin, firmado en Ginebra el 30 de noviembre de 1979, adoptado por la Conferencia gubernamental encargada de revisar el Acuerdo relativo a la seguridad social de los bateleros del Rin, firmado en Ginebra el 13 de febrero de 1961, no es vinculante para las instituciones de los demás Estados miembros. El hecho de que la institución emisora del certificado no pretendiera expedir el verdadero E-101, sino que utilizó ese modelo por razones administrativas carece de pertinencia al respecto.
2)      (...)
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Incumplimiento de Estado — Reglamento (CE) nº 883/2004 — Artículo 7 — Prestación de vejez — Paga extraordinaria de Navidad — Cláusula de residencia»
En el asunto C‑361/13, que tiene por objeto un recurso por incumplimiento interpuesto, con arreglo al artículo 258 TFUE, el 26 de junio de 2013,
Comisión Europea, representada por los Sres. A. Tokár, D. Martin y F. Schatz, en calidad de agentes, que designa domicilio en Luxemburgo, parte demandante, contra
República Eslovaca, representada por la Sra. B. Ricziová, en calidad de agente,
EL Tribunal de Justicia DESESTIMA la solicitud de la Comisión Europea de  que declare que, al denegar a los beneficiarios que residan en un Estado miembro distinto de la República Eslovaca la paga extraordinaria de Navidad prevista por la Ley 592/2006, de concesión de una paga extraordinaria de Navidad a determinados beneficiarios y por la que se completan determinadas Leyes, en la redacción vigente actualmente (en lo sucesivo, «Ley 592/2006»), la República Eslovaca ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud de los artículos 45 TFUE y 48 TFUE y del artículo 7 del Reglamento (CE) nº 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO L 166, p. 1, y correcciones de errores en DO 2004, L 200, p. 1, DO 2007, L 204, p. 30, y DO 2013, L 188, p. 10), según su modificación por el Reglamento nº 988/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009 (DO L 284, p. 43, y corrección de errores DO 2013, L 169, p. 78) (en lo sucesivo, «Reglamento nº 883/2004»/14
La razón de la desestimación del recurso de incumplimiento es que la Comisión no ha acreditado que los elementos constitutivos de la paga extraordinaria de Navidad permitan calificarla de «prestación de vejez» a efectos del artículo 3, apartado 1, letra d), del Reglamento nº 883/2004.-
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Incumplimiento de Estado — Reglamento (CE) nº 883/2004 — Artículo 7 —Artículo 21 — Prestación de enfermedad — Asignación por cuidados a domicilio, asignación por asistencia personal y asignación de compensación por incremento de gastos — Cláusula de residencia» En el asunto C‑433/13, que tiene por objeto un recurso por incumplimiento interpuesto, con arreglo al artículo 258 TFUE, el 31 de julio de 2013,
Comisión Europea, representada por los Sres. A. Tokár, D. Martin y F. Schatz, en calidad de agentes, que designa domicilio en Luxemburgo, parte demandante, contra
República Eslovaca, representada por la Sra. B. Ricziová, en calidad de agente
Se desestima el recurso de la Comisión Europea Comisión Europea, que solicita al Tribunal de Justicia que declare que, al denegar a los beneficiarios que residan en un Estado miembro distinto de la República Eslovaca las asignaciones por cuidados a domicilio, por asistencia personal y de compensación por incremento de gastos previstas por la Ley 447/2008, de asignaciones concedidas en compensación por discapacidades graves y por la que se modifican y completan determinadas Leyes, en la redacción vigente actualmente (en lo sucesivo, «Ley 447/2008»), la República Eslovaca ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 48 TFUE y de los artículos 7 y 21 del Reglamento (CE) nº 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO L 166, p. 1, corrección de errores en DO 2004, L 200, p. 1, DO 2007, L 204, p. 30, y DO 2013, L 188, p. 10), según su modificación por el Reglamento (CE) nº 988/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009 (DO L 284, p. 43, corrección de errores en DO 2013, L 169, p. 78) (en lo sucesivo, «Reglamento nº 883/2004»).
La razón de la desestimación es que la existencia de cierta facultad de apreciación, la cual debe ejercerse de modo razonable y no arbitrario, impide considerar que las prestaciones controvertidas se estén concediendo a sus beneficiarios al margen de cualquier apreciación individual y discrecional de las necesidades personales de éstos y en función de una situación legalmente definida.
Por consiguiente, dichas prestaciones no son, a efectos del Reglamento nº 883/2004, prestaciones de seguridad social.
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Procedimiento prejudicial — Aproximación de las legislaciones — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisión de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad — Concepto de transmisión de centro de actividad — Obligación de presentar una petición de decisión prejudicial con arreglo al artículo 267 TFUE, párrafo tercero — Supuesta vulneración del Derecho de la Unión imputable a un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso de Derecho interno — Legislación nacional que supedita el derecho a indemnización del perjuicio sufrido como consecuencia de dicha vulneración a la revocación previa de la resolución que ha ocasionado dicho perjuicio»
En el asunto C‑160/14,
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por las Varas Cíveis de Lisboa (Portugal), mediante resolución de 31 de diciembre de 2013, recibida en el Tribunal de Justicia el 4 de abril de 2014, en el procedimiento entre João Filipe Ferreira da Silva e Brito y otros y Estado português, 
1)      El artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de [transmisiones] de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, debe interpretarse en el sentido de que el concepto de «transmisión de un centro de actividad» abarca una situación en la que se disuelve una empresa activa en el mercado de los vuelos chárter por parte de su accionista mayoritario, que es a su vez una empresa de transporte aéreo, y en la que, posteriormente, esta última asume la posición de la sociedad disuelta en los contratos de arrendamiento de aviones y en los contratos vigentes de vuelos chárter, desarrolla la actividad antes efectuada por la sociedad disuelta, readmite a algunos de los trabajadores hasta entonces afectados a esa sociedad y los coloca en funciones idénticas a las ejercidas anteriormente y recibe pequeños equipamientos de esa sociedad
2 (...)
3(...)
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 «Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2003/88/CE — Protección de la seguridad y de la salud de los trabajadores — Ordenación del tiempo de trabajo — Artículo 2, punto 1 — Concepto de “tiempo de trabajo” — Trabajadores que carecen de centro de trabajo fijo o habitual — Tiempo de desplazamiento entre el domicilio de los trabajadores y los centros del primer y del último cliente»
En el asunto C‑266/14,
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Audiencia Nacional, mediante auto de 22 de mayo de 2014, recibido en el Tribunal de Justicia el 2 de junio de 2014, en el procedimiento entre
Federación de Servicios Privados del sindicato Comisiones Obreras (CC.OO.) y Tyco Integrated Security, S.L.
El Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:
El artículo 2, punto 1, de la Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de noviembre de 2003, relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo, debe interpretarse en el sentido de que, en circunstancias como las controvertidas en el litigio principal, en las que los trabajadores carecen de centro de trabajo fijo o habitual, el tiempo de desplazamiento que dichos trabajadores dedican a los desplazamientos diarios entre su domicilio y los centros del primer y del último cliente que les asigna su empresario constituye «tiempo de trabajo», en el sentido de dicha disposición.
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